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             SALA LABORAL

        PEREIRA - RISARALDA




Demandante: Julio Enrique Guluma Olaya.

Demandado: Instituto de Seguros Sociales.



------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


Pereira Ris., enero veintiuno [21] de dos mil nueve [2009].

En esta ocasión se decide respecto de la solicitud de nulidad formulada por el apoderado del señor Julio Enrique Guluma Olaya, en relación con la sentencia de segunda instancia proferida por la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira el 21 de noviembre de 2008, siendo demandado el Instituto de Seguros Sociales. Aduce el censor que en ella se infringió el artículo 66A del Código Adjetivo Laboral, según el cual “La sentencia de segunda instancia, así como la decisión de autos apelados, deberá estar en consonancia con las materias objeto del recurso de apelación”.

En la sentencia de primera instancia emitida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito Judicial de Pereira se plasmó que el demandante era beneficiario del régimen de transición, y con base en ello condenó al I.S.S. a pagar un reajuste pensional desde el 13 de mayo de 1990 por valor de $64.610 mensuales, e incremento personal por cónyuge a cargo (entre otras condenas).

Dentro del término legal interpuso recurso de apelación el apoderado de la demandada, argumentando que para la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 el señor Julio Enrique Guluma Olaya  no ostentaba la calidad de afiliado, y por tanto no era beneficiario de los derechos reclamados en la demanda. A ese punto se limitó su inconformidad.

No obstante, a pesar de que esta Sala desechó rotundamente la tesis del impugnante en punto a la supuesta ausencia de afiliación, invocando el principio de legalidad revisó la prueba sobre la dependencia económica de la cónyuge, para concluir que ella no se evidenció, y de ofició revocó el ordinal tercero de la parte resolutiva referido al incremento pensional del 14% por cónyuge a cargo, modificando la condena en costas. En todo lo demás la confirmó 

Por esta vía -argumenta el memorialista- se incurrió en la causal de nulidad prevista en el artículo 141 numeral 2º del Código de Procedimiento Civil, y en violación del debido proceso de que trata el artículo 29 de la Constitución Nacional.

SE CONSIDERA

El artículo 66A del Código de Procedimiento Laboral, adicionado por el artículo 35 de la ley 712 de 2001 dispone:

“La sentencia  de segunda instancia, así como la decisión de autos apelados deberá estar en consonancia con las materias objeto del recurso de apelación”.

El sentido de esta norma es expresión del carácter dispositivo de la acción y de los recursos, pues en principio son las partes las que delimitan el ámbito de conocimiento del juez, señalando los supuestos de hecho y de derecho en que fundamentan sus pretensiones, los motivos de oposición a las mismas y las razones de inconformidad con las decisiones que finalmente se produzcan.

Es claro que el ejercicio de las acciones y oposiciones tiene como marco la ley, pues ella puede contemplar especiales requisitos, determinadas formas y oportunidades, eventos de legitimación, de procedencia e improcedencia que deben ser observados rigurosamente, por el carácter de orden público que ostenta el derecho procesal.

Por ello, no pueden las partes a su arbitrio ni el juez de conocimiento cambiar las ritualidades, restringir el sentido de las normas procesales, ampliar sus alcances, sin incurrir en violación del debido proceso, que, se insiste, es de forzoso cumplimiento. 

En el caso de marras, resulta evidente que, tal como lo afirma el impugnante, se incurrió en causal de nulidad por incompetencia, en tanto la Corporación asumió el estudio de un aspecto no sometido a su consideración, concretamente el relacionado con la dependencia económica del demandante, para luego modificar la sentencia que le era favorable (a pesar de que el recurso fue interpuesto por la parte demandada).

Desde otro punto de vista, pero que en todo caso resulta relevante, el constituyente y el legislador propendieron por que en segunda instancia no solo no se agravara la pena del apelante único, sino que el ad-quem, en materia laboral, limitara su competencia a los asuntos planteados por las partes en el respectivo recurso.  Diferente ocurre con  la consulta, en la que la competencia del superior es plena, de ahí que se conciba como un grado de jurisdicción, como lo precisó la Corte Constitucional en la sentencia C-968 de 2003. Puntualizó la Corporación:

“2.  Apelación y consulta en materia laboral.     

En términos generales se ha dicho que el recurso de apelación forma parte de la garantía general y universal de impugnación que se reconoce a quienes han intervenido o están legitimados para intervenir en la causa para obtener la tutela de un interés jurídico propio, con el fin de que el juez de grado superior -ad quem- estudie la cuestión decidida y corrija los defectos, vicios o errores jurídicos del procedimiento o de la sentencia en que hubiere podido incurrir el a-quo
. 

La apelación siempre se entiende interpuesta en lo desfavorable al recurrente
, quien a través de este medio de impugnación, delimita el ámbito sobre el cual puede resolver el superior, (tantum devolutum quantum apelllatum), quien se encuentra con una mayor restricción además, cuando se trata del caso de apelante único, pues no podrá desmejorar su situación. Además, el recurso debe ser sustentado por quien padece un perjuicio o invoca un agravio, ya que de lo contrario el juez tendría que declararlo desierto por falta de interés para recurrir.

Entonces, si la pretensión del apelante fija, en principio, el ámbito de competencia material del superior, es preciso que la providencia que desate dicho recurso sea congruente con ella; en otras palabras, la sentencia de segunda instancia deberá estar en consonancia con las materias objeto del recurso de apelación.

El Código Procesal del Trabajo consagra el recurso de apelación con la finalidad de que el superior estudie la cuestión decidida en la providencia de primer grado y la revoque o reforme. Según el artículo 66 de dicho Código, son apelables las sentencias de primera instancia, en el efecto suspensivo, de palabra en el acto de la notificación, o por escrito, dentro de los tres días siguientes, con arreglo al procedimiento allí establecido. 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 57
 de la Ley 2ª de 1984, por medio de la cual, entre otros asuntos, “... se fijan competencias en materia civil, penal y laboral, y se dictan otras disposiciones”, quien interpone el recurso de apelación en materia laboral debe sustentarlo por escrito, o verbalmente cuando la providencia se notifica en estrados, y por ende, la apelación haya de interponerse y concederse en el acto
, ante el juez que haya proferido la decisión correspondiente, antes de que se venza el término para resolver la petición de apelación so pena de ser  declarado desierto, obligación que tiene por finalidad que el juez de la alzada circunscriba su decisión a las materias sobre las cuales los litigantes estén inconformes, sustentación que no requiere ser especial por cuanto se trata de un recurso ordinario.

A diferencia de la apelación, la consulta no es un medio de impugnación sino una institución procesal en virtud de la cual el superior jerárquico del juez que ha dictado una providencia, en ejercicio de la competencia funcional de que está dotado, se encuentra habilitado para revisar o examinar oficiosamente, esto es, sin que medie petición o instancia de parte, la decisión adoptada en primera instancia, y de este modo corregir o enmendar los errores jurídicos de que ésta adolezca, con miras a lograr la certeza jurídica y el juzgamiento justo, lo cual significa que la competencia funcional del superior que conoce de la consulta es automática, porque no requiere para que pueda conocer de la revisión del asunto de una petición o de un acto procesal de la parte en cuyo favor ha sido instituida
. 

La consulta es un mecanismo ope legis, esto es, opera por ministerio de la ley y, por tanto, suple la inactividad de la parte en cuyo favor ha sido instituida cuando no se interpone por ésta el recurso de apelación, aunque en materia laboral el estatuto procesal respectivo la hace obligatoria tratándose de entidades públicas. Además, la consulta está consagrada en los estatutos procesales generalmente con base en motivos de interés público con el objeto de proteger a la parte más débil en la relación jurídica que se trate
. 

La jurisprudencia constitucional ha expresado que la consulta no es un auténtico recurso sino un grado jurisdiccional  que habilita al superior jerárquico para revisar la legalidad de algunas providencias, por mandato de la ley y sin que medie impugnación por parte del sujeto procesal que se considere agraviado
. Por tal razón, el juez que conoce de la consulta cuenta con amplia competencia para examinar la actuación, no estando sujeto, por tanto, a límites como el de la non reformatio in pejus
.   Además ha precisado que aún cuando la consulta tiene un vínculo especial con el debido proceso y el derecho de defensa, este no es de carácter necesario e inescindible, por lo cual su ausencia no acarrea indefectiblemente  la vulneración de tales derechos, como tampoco vulnera la Carta el señalamiento de diversos requisitos de procedibilidad y las distintas finalidades con las cuales haya sido instituida la consulta, siempre y cuando respondan a supuestos de hecho disímiles y puedan ser justificados objetivamente
. 

En materia laboral, la consulta  se encuentra regulada en el artículo 69 del CPT en los siguientes términos:

“Artículo 69. Procedencia de la consulta. Además de estos recursos existirá un grado de jurisdicción denominado de “consulta”.

“Las sentencias de primera instancia, cuando fueren totalmente adversas a las pretensiones del trabajador, serán necesariamente consultadas con el respectivo tribunal del trabajo (hoy Tribunal Superior del Distrito Judicial, Sala Laboral) si no fueren apeladas.

“También serán consultadas las sentencias de primera instancia cuando fueren adversas a la Nación, al departamento o al municipio.

Como puede apreciarse, la consulta se halla instituida para la protección de los derechos mínimos, ciertos e indiscutibles del trabajador que, a manera de principios básicos, contiene el artículo 53 de la Carta Política, pues este grado jurisdiccional opera cuando las sentencias de primera instancia “fueren totalmente adversas a las pretensiones del trabajador”,  siempre y cuando dichas providencias no hayan sido apeladas. Así mismo, la consulta persigue la defensa de los bienes públicos ya que procede frente a esas mismas providencias cuando fueren adversas, total o parcialmente, a la Nación, al departamento y al municipio, evento en el cual no está condicionada a que se haya interpuesto el recurso de apelación.       

Así regulada la consulta en materia laboral, se erige como un instituto procesal independiente de los recursos propiamente dichos, tanto que puede llegar a afirmarse que representa algo más que un factor de competencia, ya que propende por la realización de objetivos superiores como son la consecución de un orden justo y la prevalencia del derecho sustancial. Así lo ha reconocido la jurisprudencia constitucional al afirmar que “si la consulta la ubica el legislador dentro de la jurisdicción y no dentro de la competencia, quiere decir eso que la integra como elemento esencial de la administración de justicia, de la potestad de juzgar, con los elementos propios de la jurisdicción uno de los cuales es la NOTIO, es decir la flexibilidad necesaria para ordenar y dirigir la actuación, "ordenatio judicii". Dentro de la actual Constitución Política, ello significa la búsqueda de un orden justo y la prevalencia de lo sustancial sobre lo simplemente procesal. Se puede afirmar también que al quedar ubicada la consulta en materia laboral dentro de la jurisdicción, eso implica un verdadero amparo para determinadas entidades de derecho público y para el trabajador a quien la decisión de un juez de primera instancia le desconoce la totalidad de la "causa petendi"...”

Lo anterior no significa que el juez de segunda instancia pueda adicionar o extender un fallo en el cual ya ha utilizado el a-quo la facultad  extra o ultra petita. Por lo tanto, cuando un fallo de primera instancia, sea revisado por el superior, en virtud del recurso de apelación, éste puede confirmar una decisión extra petita de la primera instancia, si ella es acertada, o revocarla en caso contrario, o modificarla reduciéndola si el yerro del inferior así lo impone, decisión que no puede ser aumentada ya que, de lo contrario, sería superar el ejercicio de la facultad, llevarla más allá de donde la ejercitó el a-quo y esto no le está permitido al ad-quem, ni tampoco agravarla en vigencia del principio procesal de la no reformatio in pejus, garantía constitucional que hace parte del derecho fundamental al debido proceso (C.P., arts. 29 y 31)
.

“…Debe tenerse en cuenta, que si bien tanto la consulta como la apelación son figuras jurídicas diferentes, pues el grado jurisdiccional de consulta no opera a iniciativa de la parte afectada sino automáticamente por mandato legal, con el fin de evitar fallos que puedan afectar los derechos de los trabajadores o el patrimonio público, lo cual justifica que el superior cuente con un amplio margen para resolver, y tratándose del recurso de apelación éste un medio de impugnación establecido en favor de quien se considera afectado por una resolución judicial a fin de que el superior jerárquico la modifique, aclare o revoque, correspondiéndolo a éste determinar las pretensiones de su recurso, materias éstas que delimitan la competencia del superior quien no podrá enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del recurso, “salvo que en razón de la reforma fuere indispensable hacer modificaciones sobre puntos íntimamente relacionados con aquélla” (CPC art. 357), y por lo tanto, en apariencia no se vulneraría el derecho a la igualdad, no es menos cierto que, la facultad del reconocimiento de beneficios mínimos irrenunciables del trabajador no concedidos en primera instancia no puede ser una facultad exclusiva de la consulta, según la cual, el superior adquiere plena competencia para revisar íntegramente la actuación con el fin de reparar los posibles yerros en los que ha incurrido el a-quo, y por lo tanto debe emitir un pronunciamiento como si fuese el juez de primera instancia pudiendo en consecuencia ejercer la atribución que al sentenciador del primer grado confiere el artículo 50 del CPT
 para  fallar extra y ultra petita, bajo  las condiciones allí establecidas que consisten en que los hechos en que se sustenta se hayan debatido dentro del proceso con la plenitud de las formas legales y que los mismos estén debidamente probados. (subrayas de esta Sala).

De la sentencia de constitucionalidad parcialmente transcrita se deduce con toda claridad que la competencia del superior al resolver el recurso de apelación está delimitada por la materia del recurso, es decir, la pretensión  concreta del recurrente, y cualquier decisión sobre tópico diferente implica una asunción de competencia no autorizada por la ley, que en ese aspecto es de orden público y por lo tanto vinculante para los operadores de justicia.

Si bien en el asunto de marras la sentencia fue impugnada por la parte demandada, resulta patente que ella no mostró inconformidad con la decisión de primera instancia en punto a la dependencia económica del señor Guluma Olaya, y por ello mal podía la Sala Laboral hacer modificaciones en ese aspecto, hasta el punto de cambiar totalmente el sentido de la sentencia en principio favorable al mencionado señor. 
Evidentemente se infringió el artículo 66A del  Código de Procedimiento Laboral, en cuanto la sentencia de segunda instancia no estuvo en consonancia con los puntos materia de disconformidad planteados por el apelante, lo que derivó en una decisión que desbordaba la competencia de la Corporación, que no abarcaba el tema de la dependencia económica para efectos de reajuste pensional  

Son estas suficientes razones para concluir que efectivamente se incurrió en causal de nulidad por incompetencia, como en efecto se habrá de declarar.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del distrito judicial de Pereira,

RESUELVE

PRIMERO: Declarar la nulidad (por incompetencia) de la sentencia emitida por la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira el 21 de noviembre de 2008, en lo que concierne con la parte resolutiva que reza: “REVOCA  el ordinal tercero de la resolutiva de la sentencia que por apelación ha revisado, por medio del cual se concedieron incrementos pensionales del 14% por cónyuge a cargo, de lo cual se ABSUELVE al Instituto de Seguros Sociales, por las razones antes expuestas”.

SEGUNDO: Confírmase en su integridad la sentencia emitida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el día 15 de agosto de 2008. Sin costas en esta instancia.

Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe la presente acta.



Los Magistrados,




ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA

HERNÁN MEJÍA URIBE 
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES












LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO







Secretaria.

� Sentencia C-153 de 1995. MP Antonio Barrera Carbonell


� Sentencia C-583 de 1997. MP Carlos Gaviria Díaz


� Ley 2ª de 1984, art. 57. Quien interponga el recurso de apelación en proceso civil, penal o laboral deberá sustentarlo por escrito ante el juez que haya proferido la decisión correspondiente, antes de que se venza el término para resolver la petición de apelación. Si el recurrente no sustenta la apelación en el término legal, el juez mediante auto que solo admite el recurso de reposición, lo declarará desierto. No obstante la parte interesada podrá recurrir de hecho. Sustentado oportunamente, se concederá el recurso y se enviará el proceso al superior para su conocimiento.


� Así lo ha considerado la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, Sent. Mar. 19/87


� Sentencia C-153 de 1995 MP Antonio Barrera Carbonel


� Sentencia C-055 de 1993 MP José Gregorio Hernández Galindo


� Sentencia C-449 de 1996 MP Vladimiro Naranjo Mesa


� Sentencias C-055 de 1993 MP José  Gregorio Hernández  y C-583 de 1997 MP Carlos Gaviria Díaz 


� Sentencia C-090 de 2002 MP Eduardo Montealegre Lynett


� Sentencia T-473 de 1996 MP Alejandro Martínez Caballero


� Sentencia C-662 de 1998 MP Hernando Herrera Vergara.


�  Artículo 50.-Extra y ultra petita. El juez (de primera instancia) podrá ordenar el pago de salarios, prestaciones o indemnizaciones distintos de los pedidos, cuando los hechos que los originen hayan sido discutidos en el juicio y estén debidamente probados, o condenar al pago de sumas mayores que las demandadas por el mismo concepto, cuando aparezca que éstas son inferiores a las que corresponden al trabajador, de conformidad con la ley, y siempre que no hayan sido pagadas”.  Nota: mediante Sentencia  C-662 del 12 de noviembre de 1998 la Corte Constitucional declaró inexequible la frase entre paréntesis.
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